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GLORIA GONZALEZ GALVAN mayor de edad y vecino de esta ciudad, 
identificada como aparece al pie de mi firma, obrando en nombre propio 
comedidamente manifiesto a usted que por medio del presente escrito 
interpongo ante su despacho ampliación de acción de tutela para protección de 
los derechos fundamentales al debido proceso y la igualdad, con base en los 
siguientes hechos. 

  

HECHOS 

PRIMERO: Me inscribe en la C.N.S.C, al cargo de comisaria de familia, grado 3, 
código 202, numero de OPEC  43705, el departamento de Antioquia, alcaldía de 
Bello-Antioquia, fecha de inscripción 28 de enero de 2020.  

  

SEGUNDO: En la etapa de verificación de los requisitos mínimo que me 
notificaron el 21 de julio de 2020. No me  admiten taxativamente en las 
observaciones dice “El aspirante no cumple el requisito mínimo de educación, no 
continua dentro del proceso. 

TERCERO: Es importante resaltar la sentencia C-149-09 en los argumentos de 
la corte constitucional los cual los traigo a colación para el estudio de mi caso.  

5.10. Frente a la exigencia prevista en la norma acusada para aspirar al cargo 
de defensor de familia, consistente en tener que acreditar estudios de posgrado 
sólo en ciertas áreas del conocimiento, cuestionada en esta causa por promover 
una discriminación respecto de otros no incluidos, estima la Corte que la misma 
se inscribe también en el ámbito de competencia reconocida al legislador para 
exigir títulos de idoneidad, encontrando a su vez plena justificación en las 
delicadas y transcendentales funciones que le corresponde ejercer a tales 
servidores y que giran en torno a garantizar el interés superior del menor.   

A juicio de la Corporación, el criterio utilizado por el legislador para definir los 
posgrados que deben ser objeto de acreditación, es el de la afinidad o relación 
de conexidad entre éstos y las funciones que de manera especial y específica le 
han sido asignadas por la ley al defensor de familia. En efecto, el tener que 
acreditar título de posgrado en derecho de familia, derecho civil, derecho 
administrativo, derecho constitucional, derecho procesal, derechos humanos y 
en ciencias sociales con énfasis en derecho de familia, se explica en razón al 
nexo causal existente con las atribuciones que de acuerdo con el Código de la 
Infancia y la Adolescencia deben cumplir los defensores de familia.   



Según se señaló, las defensorías de familia, en cabeza de los defensores de 
familia, son dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(I.C.B.F.) de naturaleza multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y 
restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual cuentan 
con equipos técnicos interdisciplinarios integrados por psicólogos, trabajadores 
sociales y nutricionistas.   

En ese contexto,  a los defensores de familia se le asignan funciones enfocadas 
en los aspectos de prevención, protección, garantía de derechos y 
restablecimientos de los mismos, las cuales se concretan en actuaciones 
administrativas y de policía que les corresponden como integrantes del I.C.B.F., 
y en acciones judiciales, administrativas, civiles, penales y de jurisdicción de 
familia, relativas a la adopción, alimentos, conciliaciones, denuncias penales, 
asistencia en los procesos del sistema acusatorio, y en general, toda la gama de 
intervenciones previstas en el artículo 82 y demás normas concordantes del 
Código de la Infancia y la Adolescencia. Entre tales funciones, merece 
destacarse aquella en la que el defensor de familia cuando actúa como máxima 
Autoridad Administrativa para verificar, garantizar y restablecer los derechos de 
los niños, niñas y los adolescentes, concretamente, en los casos en que debe 
declarar la situación de adoptabilidad de un menor (Ley 1098 de 2006, art. 82-
14).   

Por lo tanto, por tener las defensorías de familia una naturaleza multidisciplinaria 
y cumplir funciones en distintos ámbitos del derecho, resulta razonable y 
proporcional que el legislador le exija al defensor de familia acreditar posgrados 
en áreas del conocimiento que sean afines y guarden relación con la naturaleza 
de sus funciones. Aun cuando el derecho de familia es por supuesto el eje central 
de la actividad desarrollada por los defensores de familia, orientación que 
gobierna la actividad del legislador en la materia, no puede desconocerse que el 
derecho civil es el género del citado derecho y con él interactúa; que el derecho 
procesal y el derecho administrativo hacen parte de las actividades permanentes 
y de mayor relevancia del defensor; y que las funciones de protección y 
restablecimiento de los derechos de los menores a ellos asignadas, también muy 
importantes, guardan íntima relación con el tema de los derechos humanos y del 
derecho constitucional.   

En consecuencia, no hay duda que exigir estudios de posgrado en las áreas de 
los derechos de familia, civil, administrativo, constitucional, procesal, humanos y 
en ciencias sociales con énfasis en familia, para aspirar al cargo de defensor de 
familia, es desarrollo legítimo de la facultad del legislador para regular el derecho 
a escoger profesión u oficio y para exigir títulos de idoneidad, y se explica en el 
hecho de buscar ampliar la exigencia de posgrado a materias relacionadas con 
las actividades de los citados funcionarios, más allá del derecho de familia.  

 En este sentido, se aparta la Corte de la posición expresada por quien interviene 
en nombre de la Universidad del Rosario, por cuanto exigir que las modalidades 
de posgrado previstas en la norma, sólo puedan ser valoradas si el estudio de la 
familia es uno de sus componentes curriculares, no interpreta la voluntad del 
legislador y desvirtúa el criterio utilizado por éste, de ampliar la posibilidad de 
acceso al servicio público en los cargos de defensor de familia, a partir de la 
afinidad con las funciones a ellos asignadas. Como se expresó con anterioridad, 
si bien el tema de la familia sigue siendo relevante para orientar la acreditación 



de estudios de posgrado en los cargos de defensor de familia, no es el único 
referente al que acude el legislador para regular la materia. El hecho de que las 
funciones asignadas a dichos cargos se proyecten sobre distintos campos del 
derecho, habilita válidamente al legislador para ampliar la exigencia de 
especialización a materias jurídicas que no estén relacionadas directamente con 
el derecho de familia y que guarden relación con las funciones del cargo.    

5.11. Ahora bien, si el criterio utilizado por el legislador para exigir determinados 
títulos de posgrado, es el de la afinidad de éstos con las funciones asignadas al 
defensor de familia, considera la Corte que, para evitar la violación del principio 
de igualdad y el derecho a escoger profesión u oficio, debe entenderse que los 
descritos en el numeral 3° del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, lo son 
simplemente a título meramente enunciativo y no taxativo, pues es claro que 
existen otros posgrados que guardan íntima relación con la actividad de los 
defensores de familia y que no aparecen descritos en la norma, como puede ser 
el caso de los posgrados en derecho público y derecho penal, por citar tan solo 
algunos ejemplos.  

5.12. En efecto, conforme lo plantea la demanda, en punto a la exigencia de 
acreditar título de posgrado en ciertas áreas del conocimiento -derecho de 
familia, civil, administrativo, constitucional, procesal, humanos y ciencias 
sociales con énfasis en familia-, la norma presenta dos interpretaciones posibles. 
Una primera interpretación derivada de una lectura taxativa, según la cual, para 
acceder a dicho cargo sólo puede acreditarse título de posgrado en las áreas del 
conocimiento previstas expresamente en la norma, es decir, en derecho de 
familia, derecho civil, derecho administrativo, derecho constitucional, derecho 
procesal, derechos humanos y en ciencias sociales con énfasis en derecho de 
familia. Y una segunda interpretación producto de reconocerle a la norma un 
carácter enunciativo, en el sentido de entender que para aspirar al cargo de 
defensor de familia se pueden acreditar los títulos de posgrado descritos 
expresamente en ella, y los demás que resulten afines y guarden relación con 
las funciones asignadas al cargo. 

CUARTO: A juicio de la Corte, la interpretación taxativa presenta serios 
problemas de constitucionalidad respecto de los derechos arriba enunciados, si 
se repara en el hecho de que, como se afirmó, los posgrados descritos en la 
norma no son los únicos que guardan relación con las funciones adscritas por la 
ley al defensor de familia. Por ello, de no atribuirle a la norma, en cuanto hace a 
la aludida exigencia, un alcance enunciativo, la misma resultaría discriminatoria 
y afectaría en forma ilegítima el derecho a escoger profesión u oficio.   

Repárese en el caso hipotético de un abogado con título de posgrado en derecho 
penal o en derecho público, que a pesar de tener la intención legítima de aspirar 
al cargo de defensor, no podría concretar tal intención, pues aun cuando los 
citados títulos guardan una relación de afinidad directa con las labores asignadas 
al defensor, los mismos no aparecen expresamente referenciados en la norma 
acusada. Ello, en contraposición con la situación de otro abogado que con esa 
misma intención, tenga título de posgrado en alguna de las especialidades 
incluidas en la norma, derecho procesal o constitucional por ejemplo, el cual sí 
podría concretar su aspiración al citado cargo sin inconveniente ninguno. En los 
dos casos, aun cuando se trata de abogados con títulos de posgrado afines a las 
funciones del defensor de familia, el primero vería frustrada su aspiración de 



ejercer la actividad deseada, de reconocérsele alcance taxativo a la norma en 
cuestión.   

Entiende la Corte que siendo la afinidad el criterio escogido por la ley para definir 
el acceso al servicio público en los cargos de defensor de familia, dicho criterio 
debe ser aplicado de manera uniforme entre quienes se encuentran en la misma 
situación de hecho y de derecho, es decir, entre quienes tengan estudios de 
posgrado (especializaciones, maestrías o doctorados) que guarden relación 
directa, clara e inequívoca con el ejercicio de las funciones asignadas por la ley 
a los mencionados funcionarios públicos, pues de lo contrario, el legislador 
estaría desbordando la facultad de configuración política en la materia, 
desconociendo, como se ha mencionado, el principio de igualdad material y el 
derecho a escoger profesión u oficio.   

A este respecto, se explicó en el punto anterior que, aun cuando el legislador 
goza de un amplio margen de discrecionalidad para regular el ejercicio del 
derecho a ejercer profesión y oficio, y dentro de ella para exigir títulos de 
idoneidad, dicha facultad no es absoluta sino limitada, en el sentido de no poder 
imponer condiciones  exageradas o poco razonables, que no encuentren la 
debida justificación jurídica, y que terminen por anular o hacer nugatorio el 
ejercicio del citado derecho y los demás que por efecto del mismo proceder 
puedan resultar afectados. 

Acorde con ello, se dijo igualmente que en el desarrollo de la facultad de regular 
el ejercicio de las profesiones y de exigir títulos de idoneidad, el legislador se 
encuentra sometido a límites competenciales, procedimentales y materiales, 
constituyéndose en un límite material, el excluir de la realización de una actividad 
específica, a profesionales que tienen un nivel de idoneidad, acreditado por un 
título profesional -obtenido conforme a la ley-, equivalente o superior al que el 
legislador estimó suficiente para realizar dicha actividad.   

Esta es precisamente la situación que se plantea en el caso de la norma 
impugnada, si la misma no se interpreta en el sentido de que para ser defensor 
de familia debe acreditarse título de posgrado en las áreas del conocimiento 
previstas en la norma, y en los demás que resulten afines con los descritos y que 
guarden relación de conexidad directa, clara e inequívoca con las funciones del 
cargo. Una lectura restrictiva, dirigida a entender que para aspirar al cargo de 
defensor de familia sólo se pueden acreditar los títulos de posgrado descritos en 
la norma, carece de total justificación constitucional y, de manera concreta, 
desborda el límite material al que se hizo expresa referencia, en la medida en 
que excluye sin razón a aquellos profesionales del derecho que cuentan con 
posgrados equivalentes a los que el legislador estimó como válidos para ejercer 
dicho cargo, y que también tienen una relación de conexidad directa, clara e 
inequívoca con las funciones del defensor de familia.     

 

5.13. La Corte considera pertinente aclarar que una interpretación amplia de la 
norma impugnada no lleva a entender que cualquier estudio de posgrado pueda 
hacerse valer como requisito para aspirar al cargo de defensor de familia. Frente 
a la valoración de la exigencia de tener que acreditar título de posgrado en ciertas 
áreas, al operador de la norma le asiste el deber de verificar que los programas 
curriculares tengan una relación directa, clara e inequívoca con las funciones 



asignadas por la ley a los defensores de familia, pues sólo de esta manera se 
respeta el criterio de afinidad que tuvo en cuenta el legislador para regular la 
materia y que la Corte encuentra constitucionalmente admisible.  

6. La decisión que debe adoptar la Corte en el presente caso  

6.1. Siguiendo las consideraciones precedentes, para la Corte es claro que, en 
relación con el mandato legal que exige acreditar título de posgrado en ciertas 
áreas del conocimiento, para aspirar al cargo de defensor de familia, el numeral 
tercero (3°) del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006 admite dos interpretaciones 
razonables, de las cuales una es inconstitucional. Como se explicó, la 
interpretación taxativa, que condiciona la aspiración al cargo sólo a la 
acreditación de posgrados en las áreas del conocimiento previstas 
expresamente en la norma, resulta contraria a los derechos a la igualdad y a 
escoger profesión u oficio, en la medida en que excluye, sin justificación alguna, 
a los profesionales del derecho con otros títulos de posgrado que son afines a 
los descritos y que guardan íntima relación con la actividad de los defensores de 
familia. Desde este punto de vista, la interpretación del precepto que se ajusta a 
la Constitución es aquella que permite incluir, además de los posgrados en 
derecho de familia, civil, administrativo, constitucional, procesal, humanos y 
ciencias sociales con énfasis en familia, otros títulos de posgrado que resulten 
afines con los citados y que guarden relación directa, clara e inequívoca con las 
funciones asignadas al defensor de familia.   

6.2. Respecto de normas que admiten diversas interpretaciones, algunas de 
ellas contrarias a la Carta, como ocurre en el caso de la preceptiva acusada, esta 
Corporación ha expresado que la solución no está en declararlas inexequibles, 
pues ello implicaría una extralimitación de la Corte en el ejercicio de sus 
funciones, en la medida en que estaría expulsando del ordenamiento jurídico 
disposiciones que a la luz de ciertas lecturas no vulneran la Constitución[45].   

Conforme con la facultad reconocida al organismo de control constitucional para 
fijar los efectos de sus propios fallos, la Corte ha señalado que, en estos casos, 
la única alternativa posible es mantener en el ordenamiento la disposición objeto 
de juzgamiento, pero condicionando su permanencia a que sólo sean validas las 
interpretaciones de la misma que se entienden ajustadas al ordenamiento 
Superior[46].Así, lo que cabe es que la Corte acuda al tipo de sentencias 
condicionadas, en la modalidad interpretativa, que permite declarar la 
exequibilidad de una norma, pero modulando su entendimiento al sentido con el 
cual la misma se aviene a la Constitución.   

6.3. La decisión de condicionar la exequibilidad de una norma, lo ha dicho la 
Corte, no responde a “un impulso político autónomo del juez constitucional”[47], 
sino que surge de “la necesidad que éste encuentra de integrar el ordenamiento 
jurídico de tal manera que el mismo resulte en cada caso acorde con los 
mandatos constitucionales”[48].   

Sobre este particular, la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que la 
sentencia condicionada, en la modalidad interpretativa, encuentra un claro 
fundamento “en el principio ‘pro libertate’, según el cual, atendiendo a las 
diferentes interpretaciones de una disposición legal, el juez constitucional deberá 
optar por aquella que garantice con mayor amplitud el ámbito de la libertad en 
cuestión[49]”[50]. También ha expresado que tal modalidad de sentencias surge 



“de aplicar el principio de la conservación del derecho, por el cual el juez 
constitucional debe, en lo posible, procurar la conservación de los preceptos 
legales sometidos a juicio y declarar inconstitucionales aquellos cuya lectura sea 
insalvablemente incompatible con la Carta Política[51]”[52]. 

6.4. De esta forma, para garantizar los derecho a la igualdad y a escoger 
profesión u oficio -este último en la modalidad del libre ejercicio de la profesión y 
oficio-, en el presente caso la Corte debe proferir una sentencia condicionada, 
con el fin de conservar en el ordenamiento jurídico aquella interpretación de la 
norma acusada que se ajusta a la Constitución Política. Por lo tanto, en la parte 
resolutiva de este fallo, la Corte procederá a declarar la exequibilidad del numeral 
tercero (3°) del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, pero condicionando su 
alcance, en el sentido que se entienda que para el cumplimiento del requisito 
previsto en dicha norma, se pueden acreditar también otros títulos de posgrado 
que resulten afines con los citados y que guarden relación directa, clara e 
inequívoca con las funciones asignadas al defensor de familia, conforme a los 
artículos 81 y 82 de la misma ley.  

VII.   DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional, administrando 
justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

R E S U E L V E:   

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos propuestos y analizados,  la expresión 
“Acreditar título de posgrado en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho 
Administrativo, Derecho Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, 
o en Ciencias Sociales siempre y cuando en éste último caso el estudio de la 
familia sea un componente curricular del programa.”, contenida en el numeral 
tercero (3°) del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, “por la cual se expide el 
Código  de la infancia y la adolescencia”, siempre que se entienda que para el 
cumplimiento del requisito se pueden acreditar también otros títulos de posgrado 
que resulten afines con los citados y que guarden relación directa, clara e 
inequívoca con las funciones asignadas al defensor de familia, conforme a los 
artículos 81 y 82 de la misma ley. 

QUINTO: En el artículo 85 de la ley 1098 de 2006. Calidades para ser comisario 
de familia. Para ser comisario de Familia se requieren las mismas calidades 
que para ser Defensor de Familia. Resalto en negrilla el resuelve de la 
sentencia postgrados afines que guarden relación directa con las funciones 
asignadas. 

Estudie en la ESAP, la especialización de Gestión pública el cual tiene ofertado 
el siguiente pensum académico: 

Nuestro eje central de estudio son las políticas públicas en la especialización.  

Las políticas públicas se han consolidado como una herramienta esencial en el 
ejercicio académico y práctico de la gestión pública. En la actualidad este tipo de 
políticas son la plataforma de los planes, programas y proyectos dirigidos a 
resolver parte de los conflictos sociales existentes. 

En el ARTÍCULO 83 de la 1098 de 2006. COMISARÍAS DE FAMILIA. Son 
entidades distritales o municipales o intermunicipales de carácter administrativo 



e interdisciplinario, que forman parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
cuya misión es prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los 
miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar y 
las demás establecidas por la ley. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como entidad coordinadora del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar será el encargado de dictar la línea 
técnica a las Comisarías de Familia en todo el país. 

En el LIBRO III. De la ley 1098 de 2006 SISTEMA NACIONAL DE BIENESTAR 
FAMILIAR, POLITICAS PUBLICAS E INSPECCION, VIGILANCIA Y CONTROL. 

CAPITULO I. SISTEMA NACIONAL DE BIENESTAR FAMILIAR Y POLÍTICAS 
PÚBLICAS DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA. 

ARTÍCULO 201. DEFINICIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE INFANCIA Y 
ADOLESCENCIA. Para los efectos de esta ley, se entienden por políticas 
públicas de infancia y adolescencia, el conjunto de acciones que adelanta el 
Estado, con la participación de la sociedad y de la familia, para garantizar la 
protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Las políticas públicas se ejecutan a través de la formulación, implementación, 
evaluación y seguimiento de planes, programas, proyectos, y estrategias. 

Concordancias. 

ARTÍCULO 202. OBJETIVOS DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS. Son objetivos de 
las políticas públicas, entre otros los siguientes: 

1. Orientar la acción y los recursos del Estado hacia el logro de condiciones 
sociales, económicas, políticas, culturales y ambientales, que hagan posible el 
desarrollo de las capacidades y las oportunidades de los niños, las niñas y los 
adolescentes, como sujetos en ejercicio responsable de sus derechos. 

2. Mantener actualizados los sistemas y las estrategias de información que 
permitan fundamentar la toma de decisiones adecuadas y oportunas sobre la 
materia. 

3. Diseñar y poner en marcha acciones para lograr la inclusión de la población 
infantil más vulnerable a la vida social en condiciones de igualdad. 

4. Fortalecer la articulación interinstitucional e intersectorial 

 

ARTÍCULO 203. PRINCIPIOS RECTORES DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS. Las 
políticas públicas de infancia, adolescencia y familia como políticas de Estado se 
regirán como mínimo por los siguientes principios 

1. El interés superior del niño, niña o adolescente. 

2. La prevalencia de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

3. La protección integral. 

4. La equidad. 

5. La integralidad y articulación de las políticas. 



6. La solidaridad. 

7. La participación social. 

8. La prioridad de las políticas públicas sobre niñez y adolescencia. 

9. La complementariedad. 

10. La prioridad en la inversión social dirigida a la niñez y la adolescencia. 

11. La financiación, gestión y eficiencia del gasto y la inversión pública. 

12. La perspectiva de género. 

La especialización en gestión pública dentro de su razón de ser y de su 
quehacer, objetivos claros tal como el de contribuir a cualificar y capacitar a  
servidores públicos y profesionales interesados en la gestión estatal  y aportar 
en la formación de una persona capaz de participar activamente en la 
generación, comunicación y aplicación del saber científico y tecnológico en la 
disciplina correspondiente, de tal manera que logre la plenitud de su ser al 
servicio de la comunidad y se comprometa con la transformación de su realidad 
y con la renovación de una cultura para el cambio y la emancipación individual y 
colectiva, en el marco de los principios de igualdad humana, democracia 
participativa, de libertad y justicia social. 

La formación de especialistas  es una oportunidad para que desde la academia 
se fortalezca la función pública bajo los principios de la ética, la solidaridad y la 
responsabilidad del servidor público. Solo un arraigado sentido del bien común 
como principio universal del ejercicio profesional permitirá la construcción de un 
Estado transparente y eficaz en el objetivo de lograr el bienestar de la 
comunidad. 

SEXTO: Es importante resaltar que presente tutela ante el concurso para el 
cargo de Comisario de Barranquilla, no me admitieron porque tampoco 
aceptaban la especialización en Gestión, la tutela fue favorable, y como consta 
en la notificación de la C.N.S.C, una vez me admitieron me citaron para realizar 
el examen, al cual no puede asistir ya que me notificaron el día anterior al 
concurso y me encontraba en la ciudad de Valledupar, de me dificulto el 
desplazamiento, por ende la C.N.S.C, me acepto en el concurso de los siguientes 
municipios para el cargo de comisario de familia, Floridablanca, Barranquilla, 
Aguachica, pero no me aceptaron en el municipio de Bello Antioquia, violándose 
el derecho fundamental de igualdad.  

  

DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

El derecho de igualdad y al debido proceso.  

 

Derecho de Igualdad: Sentencia C-138/19 

22. El derecho a la igualdad está previsto en el artículo 13 de la Constitución 
Política, así como en instrumentos internacionales de derechos humanos que, 
en virtud del artículo 93 numeral 2, hacen parte del bloque de 
constitucionalidad[17]. De este derecho se desprenden dos mandatos básicos: 



(i) otorgar el mismo trato a supuestos de hecho equivalentes; y (ii) otorgar un 
trato diferente a situaciones de hecho disímiles[18]. Como se observa, el rasgo 
esencial del derecho a la igualdad es que implica un juicio de comparación entre 
dos personas o grupos de personas. 

23.Para determinar con mayor precisión el alcance del derecho a la igualdad, la 
Corte ha especificado estos dos mandatos generales en cuatro reglas, a 
saber[19]: (i) debe darse un tratamiento distinto a situaciones de hecho que no 
tienen ningún elemento en común; (ii) debe darse el mismo trato a situaciones 
de hecho idénticas; (iii) debe darse un trato paritario a situaciones de hecho que 
presenten similitudes y diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes 
que las diferencias; y (iv) debe darse un trato diferente a situaciones de hecho 
que presenten similitudes y diferencias, cuando las diferencias sean más 
relevantes que las similitudes. 

24. Con el propósito de determinar cuándo se presenta alguna de las hipótesis 
mencionadas antes, la Corte ha tenido en cuenta un juicio a partir de tres etapas 
de análisis. Primero, se debe establecer el criterio de comparación (también 
denominado tertium comparationis). Con relación a este primer paso de análisis 
la Corte ha señalado lo siguiente[20]: 

“[e]l concepto de igualdad es relacional y siempre presupone una comparación 
entre personas o grupos de personas. La jurisprudencia constitucional se ha 
remitido en esta materia a la clásica formulación de Aristóteles según la cual 
debe tratarse igual a los iguales y en forma desigual a los desiguales. Pero, 
¿iguales o diferentes respecto de qué? Como en abstracto todos somos 
personas iguales y en concreto todos somos individuos diferentes, es preciso 
identificar un parámetro para valorar semejanzas relevantes y descartar 
diferencias irrelevantes. 

La C.N.S.C viola el derecho fundamental de la igualdad ya que en la 
convocatoria Santander Alcaldía de Floridablanca, código de OPEC 8858, 
denominación del empleo comisario de familia, código del empleo 202 
grado 7, me admitieron  y me aceptaron la especialización en Gestión 
Pública con la ESAP. 

En el proceso de selección de la Dorada Caldas, código de OPEC 12605, 
denominación del empleo comisario de familia, código de empleo 202, grado 12, 
también responden que tengo la experiencia pero no cumplo con los requisitos 
minimos de formación. Se hizo la reclamación y contestan que no reúno los 
requisitos de formación no admiten la especialización en gestión pública, por 
ende no se realizó la reclamación en el concurso de la alcaldía de Barranquilla 
por ende señor juez muy respetuosamente acudo ante usted para que no se me 
siga vulnerando el derecho de igualdad.  

Derecho al Debido Proceso: Sentencia C-034/14 

El debido proceso es un derecho fundamental. Posee una estructura 
compleja, en tanto se compone por un plexo de garantías que deben ser 
observadas en todo procedimiento administrativo o judicial, escenarios en 
los que operan como mecanismo de protección a la autonomía y libertad 
del ciudadano y límites al ejercicio del poder público. Por ese motivo, el 



debido proceso es también un principio inherente al Estado de Derecho, 
cuyas características esenciales son el ejercicio de funciones bajo 
parámetros normativos previamente establecidos y la erradicación de la 
arbitrariedad. Así lo ha explicado la Corte. 

Al no aceptar la especialización en Gestión Pública no dan cumplimiento a 
lo reglamentado "Por el cual se ajustan los artículos 1º, 2º y 11º del Acuerdo 
No. CNSC - 20181000006906 del 23 de octubre de 2018, que establece las 
reglas del concurso abierto de méritos para proveer definitivamente los 
empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la Gobernación de Norte de 
Santander, Proceso de Selección No. 805 de 2018 - Convocatoria Territorial 
Norte, como consecuencia de la configuración de una causal de orden legal 
para la provisión de unos empleos vacantes" 

PROCEDENCIA 

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en el 
artículo 42 ° del Decreto 2591 de 1991, toda vez que la acción se instaura 
contra organizaciones o particular  de carácter privado y frente al cual me 
encuentro en situación de indefensión.  

Para los efectos de que tratan los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991 
manifiesto bajo juramento que con anterioridad a esta acción no he promovido 
acción similar por los mismos hechos. 

 

PRETENCIONES: 

Los argumentos anteriores narrados, me llevan a solicitar a este despacho 
judicial, me tutele los derechos fundamentales  a la igualdad y al debido proceso, 
vulnerados por la entidad tutelada en virtud de la aplicación del concurso publico 
de mérito denominado “convocatoria para el cargo de comisario de Albania-
Guajira COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  entidad con domicilio 
principal en la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 16 No. 96-64, Piso 7, 
representada legalmente por su presidente, la Doctora LUZ AMPARO 
CARDOSO CANIZALEZ, mayor de edad y residente en la ciudad de Bogotá D.C 
y en consecuencia ordene a las citada entidad llevar a cabo la corrección de mi 
estado dentro del procesos de selección pasando al estatus de "Admitido". 

  

ANEXOS 

  

1. Adjunto copia del diploma de la especialización en Gestión Pública. 

2. Usuario SIMO: gloriamateo        Contraseña:mateoandres77 donde se 
puede verificar mi estado en cada concurso de la C.N.S.C. 

3. Notificación de Inscripción 



  

NOTIFICACIONES 

El demandado podrá recibir notificaciones en Cra. 16 #96-64, Bogotá, 
Cundinamarca. notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

El suscrito recibirá notificaciones en el siguiente correo electrónico 
gloriag32011@hotmail.com 3204709339  

Respetuosamente, 

 

 

             G3 
GLORIA GONZALEZ GALVAN  

C.C. No 10.065.577.894 de Valledupar  
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